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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Pereira,  cuatro (4) de octubre de dos mil trece (2013) 
Proyecto aprobado por Acta No. 592  

Hora: 5:00 p.m.
 ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala emitir fallo de primera instancia en la acción de tutela incoada por el ciudadano Rubén Darío Galeano Castillo en nombre propio,  contra el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la cual se vinculó oficiosamente el Juzgado Penal Municipal de esa localidad. 
IDENTIDAD DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Rubén Darío Galeano Castillo, quien se identificó con la cédula No. 1.093.215.200, recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira.
ENTIDAD ACCIONADA Y VINCULADA
Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, ubicado en el Palacio de Justicia de esa localidad. 
Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, ubicado en el Palacio de Justicia de ese municipio. 
HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA

Informó que desde el día 20 de agosto de 2013 elevó un derecho de petición ante el despacho accionado, por medio del cual solicitó la remisión de su proceso penal al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. Sin embargo, el Juzgado tutelado  no ha dado respuesta a ese requerimiento dentro del término legal. 
PETICIÓN

Demanda del juez constitucional que se ordene al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal que proceda a dar cumplimiento a los términos establecidos en el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo (sic).
PRUEBAS ALLEGADAS POR EL ACCIONANTE 
En su escrito de tutela adujo que allegaba copia del derecho de petición incoado, pero el escrito introductorio arribó a esta Corporación sin anexo alguno. 
Una vez fue requerido el accionante para que allegara copia del memorial en comento, informó a través de la notificadora de esta Sala que el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal ya le había dado respuesta a su requerimiento, aportando copia del oficio Nro. 1601 del 10 de septiembre de 2013 suscrito por la Secretaria del Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal.    
RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS 
Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal 

La Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal allegó memorial en el que pidió que se negara el amparo incoado teniendo en cuenta que esa célula judicial no ha recibido derecho de petición alguno elevado por el señor Galeano Castillo.    

Una vez fueron revisados los libros radicadores de ese juzgado, se encontró que en contra del procesado se adelantó el proceso penal radicado con el Nro. 66682 60 00 085 2010 00240 por la conducta punible de fabricación, tráfico o porte de armas de fuego o municiones, dentro del cual se profirió sentencia de carácter condenatorio el día 12 de marzo de 2010. El día 17 de marzo de esa misma anualidad dicha causa fue remitida a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad. Mediante providencia del 11 de abril de 2011, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué declaró la extinción de la pena y concedió la libertad por pena cumplida al señor Rubén Darío Galeano Castillo. El proceso fue archivado el 5 de abril de 2012 (sic).  
Posteriormente informó que pese a que ese despacho no tenía conocimiento de la solicitud elevada por el actor, ese despacho había procedido a dar respuesta en el sentido de que el proceso adelantado en su contra era imposible remitirlo a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, toda vez que dentro del mismo se había declarado la extinción de la pena. Allegó copia del memorial envía al señor Galeano Castillo. 

Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal

La titular Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal indicó que el día 9 de septiembre de 2013 esa entidad había recibido un derecho de petición por parte del señor Rubén Darío Galeano Castillo, el cual no iba dirigido a ese despacho, pero teniendo en cuenta que en ese despacho se había tramitado una causa en contra del tutelante, procedió a expedir el oficio Nro. 1601 por medio del cual se le informó que la causa había sido remitida a los Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el día 5 de agosto de 2013.
Solicitó que no se accediera a las pretensiones del accionante ya que ese despacho otorgó respuesta de manera oportuna.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala es competente para conocer de esta acción de tutela conforme a lo dispuesto en el artículo 1º, numeral 1º  del Decreto 1382 de 2000.

En el caso objeto de estudio el señor Rubén Darío Galeano Castillo ha considerado que la tutela es el mecanismo idóneo para la protección de su derecho fundamental de petición, teniendo en cuenta que no ha logrado por parte del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal respuesta a un requerimiento respecto a la remisión de un proceso penal que se adelantó en su contra a los Juzgados de ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 
Sea lo primero indicar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable

Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

Al respecto la Corte Constitucional ha expresado lo siguiente:

“(…) Una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la  respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario
; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea
 (artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta
(…)”

De conformidad con los lineamientos constitucionales y la jurisprudencia precedentemente relacionada, el derecho de petición debe ser protegido y garantizado tanto por las entidades públicas como por las privadas, mediante respuestas a las respectivas solicitudes elevadas, las cuales deben ser efectivas, congruentes y oportunas. 

Por ello la conducta del Juez Constitucional debe propender de manera ineludible a la preservación del pleno ejercicio de los derechos fundamentales y por ende está obligado a hacer uso de los mecanismos y facultades que le otorgan la Constitución y la ley, para que una vez verificada la afectación o vulneración, profiera la orden que garantice su restablecimiento efectivo. 

Solución al caso concreto

Pese a que el señor Rubén Darío Galeano Castillo no aportó prueba alguna que permitiera inferir que efectivamente elevó un derecho de petición el día 20 de agosto de 2013 dirigido al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, y a que la titular de ese despacho aseguró en la respuesta a la acción de tutela que a esa célula judicial no había arribado solicitud alguna por parte del accionante, se tiene que la misma si existe y que el mismo llegó al Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal, ello en consideración a la respuesta proferida mediante  oficio Nro. 1601 del 10 de septiembre de 2013, el cual fue aportado por el señor Galeano Castillo, a través del cual ese despacho le informó sobre la remisión del proceso adelantado en su contra a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día 5 de agosto de 2013, el cual correspondió por reparto al  Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira. 
Abonado a lo anterior, y ante la interposición de la presente acción de tutela, pese a que el Juzgado Penal del Circuito de Pereira no tenía conocimiento del escrito petitorio, procedió a dar respuesta al señor Rubén Darío Galeano Castillo a través de oficio Nro. 1578 del 4 de octubre de 2013, indicándole que el proceso que se adelantó en su contra se encuentra archivado por extinción de la pena.

De esa manera, se puede establecer que la pretensión principal del accionante se encuentra satisfecha, razón esta para determinar que no existe la necesidad de entrar a analizar si existe o no una conculcación de derechos en tal sentido.

En situaciones como la ahora presentada, la Corte Constitucional ha sido reiterativa en establecer que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, al respecto ha establecido lo siguiente. 
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 

“En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Todo lo anterior permite establecer que el motivo que originó la presente acción de tutela ha desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad de los juzgados vinculados, lo cual indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la acción de tutela interpuesta por el señor Rubén Darío Galeano Castillo. 
SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Y en caso de no ser objeto de recurso se ORDENA remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ 

Magistrada 

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario
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� Cf. Sentencia T – 259 de 2004


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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